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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
 
 
CAPÍTULO III 
 
DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
 
Artículo 35 
Del Poder Judicial 
 
A. De la función judicial 
 
La función judicial se regirá por los principios de legalidad y honradez, 
accesibilidad, transparencia, máxima publicidad y rendición de cuentas. 
 
B. De su integración y funcionamiento 
 
1. El Poder Judicial de la Ciudad de México se deposita en un Tribunal 
Superior de Justicia que contará con una Sala Constitucional; un Consejo de 
la Judicatura y Juzgados. 
 
2. La administración, vigilancia, evaluación, disciplina y servicio de carrera del Poder 
Judicial de la Ciudad de México estarán a cargo del Consejo de la Judicatura local. 
 
3. El Consejo de la Judicatura designará a las y los jueces conforme a lo previsto 
por esta Constitución y la ley en la materia. 
 
Las y los jueces deberán presentar el respectivo examen de oposición, con base en 
lo dispuesto en el apartado E, numeral 11 del presente artículo y en lo dispuesto por 
la ley orgánica. 
 
Las y los jueces durarán seis años en su cargo y podrán ser ratificados, previa 
evaluación pública, en los términos ya descritos. Durarán en el cargo hasta los 
setenta años de edad, y sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos 
que establece esta Constitución y las leyes. 
 
Las y los jueces no podrán actuar como patronos, abogados o representantes en 
cualquier proceso ante los órganos judiciales de la Ciudad de México mientras estén 
en el cargo, cuando hayan sido separados del mismo por sanción disciplinaria o 
dentro de los dos años siguientes a su retiro. 
 
4. A propuesta del Consejo de la Judicatura las y los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia serán designados y en su caso ratificados por las dos terceras 
partes de las y los diputados del Congreso, de entre las ternas que les remita el 
propio Consejo. 
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Las ternas serán integradas por las y los aspirantes que hayan cubierto los 
requisitos y la evaluación que al efecto se lleve a cabo en los términos del apartado 
E, numeral 11 del presente artículo. 
 
Las y los magistrados durarán seis años en su cargo y podrán ser ratificados, previa 
evaluación pública en los términos dispuestos en esta Constitución y en la ley de la 
materia. Una vez ratificados permanecerán en su encargo hasta los setenta años 
de edad, y sólo podrán ser privados del mismo en los términos que establecen esta 
Constitución y las leyes. 
 
Las y los magistrados no podrán actuar como patronos, abogados o representantes 
en cualquier proceso ante los órganos judiciales de la Ciudad de México, mientras 
estén en el cargo, cuando hayan sido separados del mismo por sanción disciplinaria 
o dentro de los dos años siguientes a su retiro. 
 
5. Para ser magistrado o magistrada se deberán acreditar los requisitos establecidos 
en las fracciones I a V del artículo 95 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y los que disponga la ley. 
 
6. Los Tribunales del Poder Judicial funcionarán en pleno y en salas. El Consejo de 
la Judicatura determinará el número de salas, magistraturas, jueces y demás 
personal con el que contará. Son principios fundamentales la autonomía e 
independencia de las personas que integran el Poder Judicial los cuales deberán 
garantizarse en su ley orgánica. 
 
7. Las y los jueces y magistrados percibirán una remuneración adecuada e 
irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo. 
 
8. En la integración del Poder Judicial se garantizará en todo momento, el principio 
de paridad de género. 
 
9. Las y los magistrados integrantes del pleno del Tribunal Superior de Justicia 
elegirán por mayoría de votos en sesión pública, y mediante sufragio secreto, a la 
persona que lo presidirá. Quien lo presida durará en su encargo un año sin 
posibilidad de reelección alguna, sea sucesiva o alternada, independientemente de 
la calidad con que lo haya ostentado. 
 
C. Facultades y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia 
 
El Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México tendrá las siguientes 
funciones: 
 
a) Ejercer el control de constitucionalidad, convencionalidad y legalidad en 
los términos que establece la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y determinar la inaplicación de las leyes o decretos contrarios a 
esta Constitución, en las materias de sus respectivas competencias; y 
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b) Proteger y salvaguardar los derechos humanos y sus garantías 
reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales. 
 
D. Medios alternativos de solución de controversias 
 
1. El sistema integral de justicia de la Ciudad de México privilegiará los medios 
alternativos de solución de controversias. Para garantizar el acceso a estos medios 
se establecerá el Centro de Justicia Alternativa. 
 
2. El Centro de Justicia Alternativa será un órgano desconcentrado del Tribunal 
Superior de Justicia de la Ciudad de México con plena autonomía técnica, operativa, 
presupuestaria y de decisión; su titular será nombrado por el Consejo de la 
Judicatura de conformidad con lo previsto por la ley orgánica y durará seis años en 
su cargo, sin posibilidad de reelección. 
 
3. El Centro de Justicia Alternativa tendrá las siguientes facultades: 
 
a) Facilitar la mediación como mecanismo de solución de controversias civiles, 
mercantiles, familiares, penales cuando se trate de delitos no graves y de justicia 
para adolescentes; 
 
b) Mediar en controversias vinculadas con el régimen de condominios; 
 
c) Coordinar con las instancias de acción comunitaria establecidas por la ley para la 
mediación y resolución de conflictos vecinales, comunitarios, de barrios y pueblos; 
y 
 
d) Las demás que prevea la ley. 
 
E. Consejo de la Judicatura 
 
1. El Consejo de la Judicatura de la Ciudad de México es un órgano del Poder 
Judicial dotado de autonomía, independencia técnica y de gestión para realizar sus 
funciones. Sus resoluciones serán definitivas e inatacables. 
 
2. El Consejo se integrará por siete consejeras o consejeros designados por el 
Consejo Judicial Ciudadano, de los cuales tres deberán contar con carrera judicial. 
 
Quien presida el Consejo de la Judicatura no podrá presidir el Tribunal Superior de 
Justicia. 
 
3. Las y los consejeros de la Judicatura, durarán seis años en el cargo y no podrán 
ser nombrados para un nuevo período. En caso de ausencia definitiva de algún 
integrante, el Consejo Judicial Ciudadano, en un plazo no mayor a treinta días 
naturales desde que se produjo la vacante, nombrará a quien deba sustituirlo, sin 
posibilidad de reelección. Las y los Consejeros de la Judicatura elegirán de entre 
sus miembros, por mayoría de votos en sesión pública, y mediante sufragio secreto, 
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a la persona que lo presidirá. Quien lo presida durará en su encargo tres años sin 
posibilidad de reelección alguna, sea sucesiva o alternada, independientemente de 
la calidad con que lo haya ostentado. 
 
Las y los consejeros serán sustituidos en forma escalonada cada dos años. 
 
4. Para ser integrante del Consejo de la Judicatura se requiere cubrir los requisitos 
previstos en las fracciones I a V del artículo 95 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y los que dispongan esta Constitución. 
 
5. Las y los consejeros ejercerán su función con independencia e imparcialidad. Las 
sesiones del Consejo de la Judicatura serán públicas, salvo lo dispuesto en la 
normatividad aplicable. Los actos y decisiones del Consejo de la Judicatura, en 
ningún caso, podrán modificar las resoluciones o invadir la función jurisdiccional 
depositada en los órganos del Poder Judicial de la Ciudad de México, ni podrán 
afectar las resoluciones de las y los jueces y magistradas o magistrados. 
 
6. Las y los consejeros sólo podrán ser removidos en los términos establecidos en 
esta Constitución, estarán sujetos a las mismas responsabilidades que las y los 
magistrados del Tribunal Superior de Justicia y la Sala Constitucional; recibirán el 
mismo salario y prestaciones que estos. 
 
7. Las y los consejeros no podrán actuar como patronos, abogados o representantes 
en cualquier proceso ante los órganos judiciales de la Ciudad de México mientras 
estén en el cargo, cuando hayan sido separados del mismo por sanción disciplinaria 
o dentro de los dos años siguientes a su retiro. 
 
8. Las y los consejeros se abstendrán de intervenir de cualquier manera en los 
asuntos a cargo del Tribunal Superior de Justicia, la Sala Constitucional, el Tribunal 
Electoral y los juzgados. 
 
9. El Consejo de la Judicatura seguirá los principios de legalidad y honradez, 
accesibilidad, transparencia, máxima publicidad y rendición de cuentas. 
 
El Consejo de la Judicatura funcionará en pleno y en comisiones y contará con los 
órganos auxiliares necesarios para el desempeño de sus atribuciones. Será 
competente en la adscripción y remoción de jueces y magistrados; velará por los 
derechos humanos laborales de las personas servidoras públicas para nombrar y 
remover al personal administrativo; nombrará y removerá al personal administrativo 
del Poder Judicial respetando el servicio civil de carrera, a propuesta de las y los 
titulares de los órganos; y en la aplicación de las normas que regulan las relaciones 
de trabajo de las personas servidoras públicas y los poderes de la Ciudad, así como 
las demás facultades que la ley señale. 
 
10. El presupuesto del Poder Judicial será elaborado por el Consejo de la Judicatura 
y remitido a la o el Jefe de Gobierno para su incorporación en el Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Ciudad de México. 
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11. El ingreso, formación, permanencia y especialización de la carrera judicial se 
basará en los resultados del desempeño y el reconocimiento de méritos. Se regirá 
por los principios de excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, 
honradez e independencia. El ingreso se hará mediante concursos públicos de 
oposición a cargo del Instituto de Estudios Judiciales como órgano desconcentrado 
del Consejo de la Judicatura, que contará con un Consejo Académico. La 
permanencia estará sujeta al cumplimiento de los requisitos para el cargo, así como 
a la evaluación y vigilancia sobre el desempeño en los términos previstos en la ley 
y en los acuerdos generales que con arreglo a ésta, emita este Consejo Académico. 
La ley regulará el servicio de carrera para el personal de la rama administrativa. 
 
F. Instituto de Servicios Periciales y Ciencias Forenses 
 
Es un órgano desconcentrado del Consejo de la Judicatura, dotado de autonomía 
técnica y presupuestal, especializado en la prestación de servicios periciales y 
forenses. La ley regulará su organización y funcionamiento. Contará con un consejo 
técnico que coadyuvará en el debido funcionamiento y el ejercicio de las 
atribuciones del propio Instituto, cuya integración y facultades estarán previstas en 
la ley. 
 
En el ejercicio de sus funciones deberá garantizar la objetividad e imparcialidad de 
los dictámenes que emita, de conformidad con las leyes y los estándares nacionales 
e internacionales en la materia. 
 
 
Artículo 36 
Control constitucional local 
 
A. Integración de la Sala Constitucional 
 
1. El Tribunal Superior de Justicia contará con una Sala Constitucional de 
carácter permanente, misma que será la máxima autoridad local en materia de 
interpretación de la Constitución Política de la Ciudad de México. Estará 
encargada de garantizar la defensa, integridad y supremacía de esta 
Constitución y la integridad del sistema jurídico local sin perjuicio de lo 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
2. La Sala se integrará por siete magistradas y magistrados designados por el 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia. El proceso de selección se llevará a 
cabo en sesiones abiertas y transparentes. El número de integrantes de un 
mismo género no podrá ser mayor a cuatro. 
 
3. Los magistrados o magistradas de la Sala Constitucional durarán en el 
cargo ocho años. 
 
B. Competencia 
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1. La Sala Constitucional tendrá las siguientes atribuciones: 
 
a) Garantizar la supremacía y control de esta Constitución; 
 
b) Declarar la procedencia, periodicidad y validez del referéndum en los 
términos previstos por esta Constitución y las leyes en la materia; 
 
c) Conocer y resolver las acciones de inconstitucionalidad que le sean 
presentadas dentro de los treinta días naturales siguientes a la promulgación 
y publicación de normas locales de carácter general que se consideren total 
o parcialmente contrarias a esta Constitución o de aquéllas que, aun siendo 
normas constitucionales, hubieren presentado vicios o violaciones en los 
procedimientos de su formación; 
 
d) Conocer y resolver sobre las controversias constitucionales que se 
susciten entre los entes legitimados de conformidad con esta Constitución; 
 
e) Conocer y resolver las acciones por omisión legislativa cuando el 
Legislativo o el Ejecutivo no hayan aprobado alguna ley, decreto o norma de 
carácter general o reglamentaria de esta Constitución, o habiéndolas 
aprobado se estime que no cumplen con los preceptos constitucionales; 
 
f) Conocer y resolver las acciones de cumplimiento en contra de las personas 
titulares de los poderes públicos, los organismos autónomos y las alcaldías 
cuando se muestren renuentes a cumplir con sus obligaciones 
constitucionales y con las resoluciones judiciales. Estas acciones podrán ser 
interpuestas por cualquier persona cuando se trate de derechos humanos; y 
 
g) Las demás que determine la ley. 
 
2. La Sala Constitucional no tendrá competencia respecto de recursos 
ordinarios en contra de resoluciones judiciales definitivas emitidas por otras 
Salas del propio Tribunal Superior de Justicia. 
 
3. Las y los jueces de tutela de derechos humanos de la Ciudad de México 
conocerán de la acción de protección efectiva de derechos, la cual se sujetará 
a las siguientes bases: 
 
a) Se interpondrá para reclamar la violación a los derechos previstos en esta 
Constitución, sin mayores formalidades y a través de solicitud oral o escrita. 
Se suplirá siempre la deficiencia de la queja; 
 
b) a (sic) ley determinará los sujetos legitimados y establecerá los supuestos 
de procedencia de la acción; 
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c) Las resoluciones deberán emitirse en un plazo no mayor a diez días 
naturales y serán de inmediato cumplimiento para las autoridades de la 
Ciudad de México. La ley establecerá medidas cautelares y de apremio, así 
como las sanciones aplicables a las personas servidoras públicas en caso de 
incumplimiento; 
 
d) La o el quejoso podrá impugnar ante la Sala Constitucional las resoluciones 
de las o los jueces de tutela, en los plazos y conforme a los procedimientos 
previstos en la ley; 
 
e) Cualquier magistrado o magistrada del Tribunal Superior, de la Sala 
Constitucional o la persona titular del Instituto de Defensoría Pública podrá 
solicitar que se revise algún criterio contenido en una resolución o para 
resolver contradicciones en la interpretación constitucional, para aclarar el 
alcance de un derecho o evitar un perjuicio grave; 
 
f) Los criterios de las resoluciones de la Sala Constitucional con relación a la 
acción de protección efectiva de derechos humanos serán vinculantes para 
las y los jueces de tutela; y 
 
g) El Consejo de la Judicatura a través de acuerdos generales, establecerá 
juzgados de tutela en las demarcaciones territoriales. 
 
4. La Sala Constitucional conocerá del juicio de restitución obligatoria de 
derechos humanos que interpondrá la Comisión de Derechos Humanos de la 
Ciudad de México, en los términos que prevea la ley por recomendaciones 
aceptadas y no cumplidas, a fin de que se emitan medidas para su ejecución. 
La resolución deberá emitirse en un plazo máximo de diez días naturales. 
 
5. En el caso de las recomendaciones no aceptadas, la Comisión de Derechos 
Humanos, por sí o con la concurrencia del Instituto de Defensoría Pública, 
brindará acompañamiento y asesoría jurídica a las víctimas, sin perjuicio de 
otras acciones procedentes para la defensa de sus derechos. 
 
C. Legitimación 
 
1. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ser interpuestas por: 
 
a) La o el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México; 
 
b) Cuando menos el treinta y tres por ciento de las y los diputados del 
Congreso; 
 
c) Cualquier organismo constitucional autónomo en la materia de su 
competencia; 
 
d) La o el Fiscal General de Justicia; 
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e) Los partidos políticos en materia electoral; y 
 
f) La ciudadanía que considere afectados sus derechos por la vigencia de 
dicha ley, siempre que la solicitud cuente con al menos cinco mil firmas de las 
personas inscritas en la lista nominal de electores de la Ciudad. 
 
2. Las controversias constitucionales serán las que se susciten entre: 
 
a) La persona titular de una alcaldía y el concejo; 
 
b) Dos o más alcaldías; 
 
c) Una o más alcaldías y el Poder Ejecutivo o Legislativo o algún organismo 
constitucional autónomo de la Ciudad; 
 
d) Los Poderes Legislativo y Ejecutivo de la Ciudad; y 
 
e) Los organismos constitucionales autónomos y el Poder Ejecutivo o 
Legislativo de la Ciudad. 
 
3. Las acciones por omisión legislativa podrán interponerse por: 
 
a) La o el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México; 
 
b) Cualquier organismo constitucional autónomo en la materia de su 
competencia; 
 
c) El o la Fiscal General; 
 
d) Las alcaldías; 
 
e) El equivalente al quince por ciento de los integrantes del Congreso; y 
 
f) La ciudadanía, siempre que la solicitud cuente con al menos cinco mil firmas 
de las personas inscritas en la lista nominal de electores de la Ciudad. 
 
D. De las declaratorias de inconstitucionalidad 
 
1. La declaratoria de inconstitucionalidad tendrá efectos generales respecto 
de la norma impugnada o parte de ella, cuando hubiere sido aprobada por una 
mayoría de por lo menos cinco votos. 
 
2. Cuando se trate de una acción de inconstitucionalidad y la Sala haya 
emitido una declaratoria al respecto, transcurrido el plazo de noventa días 
naturales sin que el Congreso de la Ciudad haya subsanado la 
inconstitucionalidad, la Sala Constitucional emitirá, siempre que fuere 
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aprobada por una mayoría de cuando menos cinco votos, la declaratoria 
general de inconstitucionalidad, en la cual se fijarán sus alcances y 
condiciones en los términos de la ley reglamentaria. Dichas disposiciones no 
serán aplicables a normas generales en materia tributaria. 
 
3. Cuando se trate de controversias que versen sobre disposiciones generales 
de los Poderes Ejecutivo, Legislativo o de las alcaldías y la resolución de la 
Sala Constitucional las declare inconstitucionales, dicha resolución tendrá 
efectos generales cuando hubiere sido aprobada por una mayoría de por lo 
menos cinco votos. 
 
4. Cuando la Sala Constitucional declare la existencia de una omisión 
legislativa, notificará al Congreso para que, en el periodo de sesiones 
ordinarias en que sea notificado, inicie el estudio del asunto materia de la 
omisión mediante el procedimiento legislativo que corresponda. En el caso de 
omisión de normas generales, se obligará a la autoridad correspondiente a 
expedirla o cumplir lo ordenado en un plazo no mayor a noventa días 
naturales. La Sala revisará que haya sido subsanada en su totalidad. 
 
Si transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior no se atendiere la 
resolución, la Sala Constitucional dictará las bases a que deban sujetarse las 
autoridades, en tanto se expide dicha norma general. 
 
 
 
 
 


